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Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

  PANEL IX 
 

CENTRO DE ESTUDIOS 
MULTIDICIPLINARIOS, 

INC. 

 
Demandante-Peticionaria 
 

v. 
 

TRIPLE S PROPIEDAD 
INC. Y OTROS 

 

Demandado-Recurrido 

KLCE201901668 

Certiorari 
Procedente del 
Tribunal de Primera 

Instancia, Sala 
Superior de San Juan 
 

Caso Núm.: 
SJ2019CV09520 (508) 

 
Sobre:  
IMPERICIA 

PROFESINAL 
CONTRA OTROS 

PROFESIONALES (NO 
MÉDICOS) Y OTROS 

Panel integrado por su presidente, Juez Hernández Sánchez, la 

Jueza Brignoni Mártir y la Jueza Grana Martínez.  
 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico a 27 de enero de 2020. 

Comparece ante este tribunal el Centro de Educación 

Multidisciplinaria Inc., en adelante CEM.  A través del recurso de 

Certiorari nos solicita la revocación de una determinación del 

Tribunal de Primera Instancia que levantó una anotación de 

rebeldía.  Los hechos fácticos esenciales para la comprensión de 

nuestra determinación son los siguientes. 

II 

El 14 de septiembre de 2019 CEM presentó una reclamación 

contra Triple-S Propiedad Inc., la Junta de Directores y los Oficiales 

Ejecutivos, entre otros.  Reclama haber adquirido una póliza de 

propiedad, de Triple-S, para cubrir los daños causados por el 

Huracán.  Sostienen en su recurso haber sufrido cuantiosas 

pérdidas en sus propiedades y por concepto de interrupción de 

negocios a consecuencia del Huracán María, estando la póliza 

vigente. Reclama la tardanza de Triple-S en el ajuste de la pérdida 

como un acto de mala fe o negligencia.  Así también, le imputó 

prácticas o actos desleales en el ajuste de las reclamaciones en 



 
 

 
KLCE201901668 

 

2 

violación al Código de Seguros. Solicitó al Tribunal de Primera 

Instancia que confirmara los daños sufridos en la reclamación 

efectuada a Triple-S y, le impusiera una cuantía en concepto de 

daños por incumplimiento de contrato, así como, honorarios por 

temeridad.  El 21 de octubre de 2019 Triple -S presento una Moción 

solicitando extensión del término para alegar. La representación 

legal de Triple -S sostuvo que había sido contratada ese mismo día 

y necesitaba llevar a cabo una investigación extensa de los hechos 

del caso antes de presentar la alegación responsiva.  Solicitó un 

término a vencerse el 21 de noviembre.  El mismo día, o sea, el 21 

de octubre, CEM se opuso a la solicitud de prorroga entendiendo 

que no se había acreditado justa causa y tampoco se había solicitado 

antes de que venciera el término para contestar. Solicitó se anotara 

la rebeldía a Triple-S.  El 22 de octubre, el foro primario, denegó la 

solicitud de prórroga para contestar por haber sido presentada 

transcurrido el término; anotó la rebeldía y señaló vista en rebeldía 

para el 7 de enero de 2020.  Ese mismo día Triple-S solicitó la 

reconsideración de las determinaciones antes aludidas. Afirmó que 

solo había transcurrido un día del término antes de comparecer y 

que, a pesar de que los emplazamientos eran defectuosos habían 

comparecido para evitar dilaciones. CEM se opuso oportunamente.  

El 25 de octubre de 2019, el Tribunal de Primera Instancia levantó 

la anotación de rebeldía y en su lugar impuso una sanción 

económica de $250.   

Inconforme con tal proceder, CEM ha comparecido ante 

nosotros presentando dos señalamientos de error que se 

circunscriben a lo siguiente.  Que erró el TPI al levantar la rebeldía 

sin justa causa como requiere la regla 45.3 de Procedimiento Civil1 

y, que abuso de su discreción al levantar la anotación de rebeldía y 

                                                 
1 32 LPRA Ap. V. 
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no considerar el mandato del legislador según consignado en la Ley 

242, de 27 de noviembre de 2018. 

III 

El certiorari es el mecanismo procesal extraordinario a través 

del que un tribunal de mayor jerarquía fiscaliza las determinaciones 

de un tribunal inferior. La parte proponente de un recurso de 

certiorari solicita a un tribunal la corrección de un error cometido 

por el tribunal inferior. Como recurso su singularidad estriba en que 

su expedición descansa en la sana discreción del tribunal revisor. 

No obstante, la discreción para autorizar la expedición del recurso y 

adjudicarlo en sus méritos, no se da en un vacío ni en ausencia de 

parámetros.  Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 

723, 728-729 (2016).  

Por su parte, la regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 

V, dispone una prohibición a la revisión en certiorari de toda 

resolución u orden interlocutoria, con la excepción de varias 

instancias taxativamente reconocidas por la regla. Rivera Figueroa 

v. Joe's European Shop, 183 DPR 580, 595 (2011). Según lo dispone 

esta regla, el recurso de certiorari para revisar resoluciones u 

órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera 

Instancia solamente será expedido por el Tribunal de Apelaciones 

cuando se recurre de: (1) una resolución u orden bajo las Reglas 56 

(Remedios Provisionales) y 57 (Injunction) de Procedimiento Civil; (2) 

la denegatoria de una moción de carácter dispositivo; y, (3) por 

excepción de: (a) decisiones sobre la admisibilidad de testigos de 

hechos o peritos esenciales; (b) asuntos relativos a privilegios 

evidenciarios (c) anotaciones de rebeldía; (d) casos de relaciones de 

familia; (e) casos que revistan interés público; y (f) cualquier otra 

situación en la que esperar a la apelación constituiría un fracaso 

irremediable de la justicia. 32 LPRA Ap. V, Rg. 52.1; Medina Nazario 

v. McNeil Healthcare LLC, supra, págs. 729-730.  La Regla 40 del 
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Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, fija los 

criterios que este foro habrá de considerar para ejercer, sabia y 

prudentemente, su discreción para atender o no en los méritos un 

recurso de certiorari. Estos son los siguientes: 

A. Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos son 
contrarios a derecho. 
B. Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para analizar el problema. 
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad, o error craso 
y manifiesto de la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia. 
D. Si el asunto planteado exige consideración, más 

detenida a la luz de los autos originales, por los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta 

el caso es la más propicia para su consideración. 
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio. 
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia. 
 

IV 

En nuestro ordenamiento jurídico es norma reiterada que las 

determinaciones discrecionales de los jueces primarios merecen 

deferencia. Claro está, fundamentado en el supuesto de que el juez 

actuará dentro de los confines de la razonabilidad.  La razonabilidad 

es una forma de raciocinio judicial para llegar a una determinación 

justa.  

Los tribunales apelativos no intervendremos con las 

determinaciones discrecionales de los jueces de instancia salvo que 

se demuestre que hubo un craso abuso de discreción, o que el 

tribunal actuó con prejuicio o parcialidad, o que se equivocó en la 

interpretación o aplicación de cualquier norma procesal o de 

derecho sustantivo, y que nuestra intervención en esa etapa evitará 

un perjuicio sustancial. Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 

745 (1986). 

Habiendo relatado los hechos esenciales medulares de la 

controversia y evaluado el derecho no vemos razón alguna que 
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justifique nuestra intervención en este momento. Por lo antes 

expuesto denegamos la expedición del recurso. 

 Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


